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ue en Madrid donde, en julio de 1992, el juez Antonio Di Pietro 
pronunció una de sus grandes conferencias sobre la renovación 
de la vida pública italiana gracias a la operación Mani Pulite em-
prendida por la magistratura de Milán contra la financiación ilegal 

de los partidos y de sus candidatos. Unos días después de la intervención 
de Di Pietro, Gabriele Cagliari, encargado de la empresa nacional de petró-
leos, y Raúl Gardini, símbolo de la empresa privada, se suicidaron. Episo-
dios trágicos de la revolución legalista que conmueve a Italia desde hace 
casi dos años. 

Abandonado en su celda por los magistrados, Cagliari escribió cartas 
conmovedoras en las que denunciaba la crueldad psicológica de los méto-
dos utilizados para obtener sus confesiones. En definitiva, el alto funcio-
nario afirmaba que la acción de los jueces no conseguiría sacar del viejo 

sistema a la política italiana. 
Los resultados de las recientes elecciones generales vienen a confirmar 

las previsiones pesimistas del empresario y, al mismo tiempo, destruyen las 
esperanzas del juez. 

En las elecciones legislativas de abril de 1992, el partido de la Demo-
cracia Cristiana, la imperecedera DC, pilar del orden interior, consiguió el 
30 por cien de los votos; su aliado, el Partido Socialista, el 12,6 por cien; la 
Liga Lombarda, el 8,6 por cien. La oposición de izquierda experimentó un 
claro retroceso, con el 17 por cien de los sufragios para el ex Partido Co-
munista, rebautizado Partido Demócrata de la Izquierda (PDS), y el 5,8 por 
cien para Rifondazione Communista, fracción pura y dura del comunismo 
italiano, abiertamente leninista. En el otro extremo, el Movimiento Neofas-
cista no sobrepasó el cinco por cien. 

En 1994, una sola fuerza desapareció de la escena política italiana, la 
Democracia Cristiana. Ninguna organización se atreve ya a exhibir la eti-
queta de cristiana. La referencia a lo religioso ha desaparecido de la vida 
cívica. Señal de autonomía de la política en relación con el universo de la 
religión: esta tradición gubernamental que se creía indestructible porque se 
situaba sobre las huellas del Vaticano, se ha extinguido bruscamente. 
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Los historiadores y los sociólogos de la política nos explicarán algún día 
esta especie de mutación, de origen jurídico, que ha sacado a la luz el débil 
arraigo de la democracia cristiana en el país del papado. 

Los jueces de Mani Pulite han aniquilado en unos meses a la clase diri-
gente de la DC, que en buena parte era la del país; muchas de sus per-
sonalidades están acusadas o implicadas en negocios político-financieros. 
La caída de Giulio Andreotti, hombre clave de la Democracia Cristiana en-
tre 1970 y 1990, ilustra por sí sola el derrumbamiento del poder católico 
moderado que ha dominado la península italiana durante 35 años. 

Al verse acosado por los jueces de Mani Pulite, el ex primer ministro y 
varias veces ministro, votó el levantamiento de su propia inmunidad parla-
mentaria a fin de asegurar su defensa. Todo ocurrió como si los hombres de 
la ley hubieran querido hacer de esta figura excepcional un caso ejemplar 
de ilegalidades. Además de la acusación trivial de manipulaciones financie-
ras, los magistrados dieron crédito a la idea de que Andreotti tuvo relación 
con la Mafia, y que pudo desempeñar un papel oscuro en el asesinato de 
Aldo Moro, con el apoyo de los mañosos sicilianos. 

Las autoridades judiciales se basan en las revelaciones de los miembros 
de la Cosa Nostra culpables, pero arrepentidos, que se han beneficiado –o 
esperan beneficiarse– de un tratamiento favorable después de haber habla-
do. Precisamente fueron dos mañosos adeptos del “arrepentismo”, Tomma-
so Buscetta y Francesco Mannoia, quienes incriminaron a Andreotti. Viven 
en Estados Unidos, bajo la protección de la administración norteamericana, 
de acuerdo con el Witness Security Program, que garantiza ayuda y segu-
ridad a los testigos importantes. 

Las declaraciones de Mannoia y Buscetta importan mucho más, a los 
ojos de los jueces italianos, que las medidas contra la Mafia tomadas por 
Andreotti: participación de la Italia “andreottiana” en la lucha internacional 
contra la droga y el lavado del dinero sucio; decreto que prohíbe la puesta 
en libertad de los mafiosos condenados; disolución de veintinueve ayunta-
mientos sospechosos de complicidad con la Mafia... 

Los magistrados tampoco tomaron en consideración las protestas de los 
antiguos jefes terroristas de las Brigadas Rojas. Al recordar el asesinato de 
Aldo Moro, uno de ellos, Franco Annisoli, afirmó en el diario Corriere della 

Sera que “detrás de las Brigadas Rojas no había nada más que las Brigadas 
Rojas”. Otro dato enigmático: el jefe histórico de las Brigadas Rojas, Renato 
Curcio, se benefició de medidas de semilibertad en el mismo momento en 
que la magistratura insinuaba que el antiguo primer ministro fue el perso-
naje central de la ilegalidad, en el punto de confluencia de la Mafia, el dine-
ro sucio y las Brigadas Rojas. 

Los magistrados de Mani Pulite no sólo se ensañaron con la Democra-
cia Cristiana: decapitaron el conjunto de los partidos del centro y de la de-
recha –la coalición moderada– que, en el transcurso de los años ochenta, 
formaron la alianza gubernamental anticomunista en torno a Giulio An-
dreotti y su aliado socialista Bettino Craxi, quien también ha perdido su 
inmunidad parlamentaria. 
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Comunistas protegidos 
 

Al mismo tiempo, la mayoría de los jueces protegió ostensiblemente a los 
dirigentes ex comunistas, implicados, sin embargo, en oscuros negocios 
financieros. 

En la primavera de 1992, el fiscal general de Moscú, Valentín Stepan-
kov, hizo un apresurado viaje a Roma. Probablemente bajo órdenes de Yelt-
sin, iba a transmitir a los jueces y a los medios de comunicación italianos un 
asombroso expediente sobre el apoyo financiero de Moscú al ex Partido 
Comunista Italiano (PCI). 

Notas hasta entonces supersecretas, grandes nombres de los asuntos 
exteriores soviéticos, intermediarios italianos, cifras: la totalidad de estos 
datos figuraban en los centenares de pliegos reunidos por el fiscal de Mos-
cú. Entre otros ejemplos: 

–  El 29 de marzo de 1972, una comunicación de Boris Ponomarev, alto 
responsable del Departamento Internacional del Partido Comunista de la 
antigua URSS, indicaba que el secretario general del PCI de entonces, Luigi 
Longo, había dirigido a las autoridades rusas una petición que alcanzaba 
unos tres millones de dólares para cubrir los gastos de la campaña electo-
ral. En su nota, Ponomarev subrayaba: “El PCI ha obtenido para el año 1972 
una suma de 5.200.000 dólares; conviene dar satisfacción a la petición del 
camarada Longo hasta la suma de 500.000 dólares”. Y fue Leonid Bréznev 
en persona quien anunció la decisión final al “querido camarada Longo”. “El 
PCUS –escribía Bréznev– aporta una ayuda suplementaria de 500.000 dóla-
res en el ámbito de la campaña electoral (...) No podemos hacer más. Salud 
comunista.” 

–  El 18 de enero de 1983, el Comité Central del PCUS trató “de una pe-
tición procedente de nuestros amigos italianos”. La minuta de la reunión 
determinaba que “el camarada Ponomarev está encargado de vender a la 
sociedad Inter-Expo, presidida por el camarada Luigi Remigio, seiscientas 
mil toneladas de petróleo y ciento cincuenta mil toneladas de gasóleo en 
condiciones favorables que suponen una reducción de los precios de cerca 
de un uno por cien y una demora de los plazos de pago con el fin de que 
nuestros amigos puedan beneficiarse de esta operación...”. Los amigos ita-
lianos obtuvieron de esta transacción cerca de cuatro millones de dólares 
que sirvieron para cubrir el déficit del diario comunista Paese Sera. 

Son revelaciones y pruebas que no interesaron a los jueces, que dieron 
carpetazo al expediente. El fiscal Stepankov indicó, sin embargo, que la 
financiación secreta del ex PCI no cesó hasta finales de los años ochenta. 

Desde el comienzo de la operación Mani Pulite hasta las elecciones le-
gislativas de marzo de 1994, los dignatarios ex comunistas no se han visto 
molestados ni una sola vez. Los gestores financieros del ex PCI, Primo Gre-
ganti y Marcello Stefanini, no han sido inculpados. Las personalidades del 
partido jamás se han visto hostigadas. Hay una diferencia esencial: los ma-
gistrados han implicado e inculpado sistemáticamente a los dirigentes de 
las formaciones de centro y de derecha moderada que pertenecieron a la 
coalición anticomunista de los años ochenta. 
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Este desequilibrio chocante se agravó en el transcurso de la investiga-
ción Mani Pulite. Según el fundador de la Liga Lombarda, Umberto Bossi, 
un juez de Turín bloqueó el acta de acusación de que fue objeto Achule 
Occhetto, el secretario general del ex PCI, unos días antes de las eleccio-
nes municipales de noviembre pasado. 

Por haber recibido ilegalmente doscientos millones de liras del grupo 
Ferruzzi-Gardini, Bossi tuvo que comparecer ante los magistrados de Milán. 
El mismo grupo entregó varios miles de millones de liras al ex Partido Co-
munista. Los hombres de izquierda jamás fueron citados. El juez Antonio Di 
Pietro, figura primordial de Mani Pulite, pidió, inmediatamente antes de las 
elecciones legislativas de marzo, la comparecencia de Achille Occhetto y 
de Massimo d'Alema, números uno y dos del ex PCI en un deseo de equidad 
conforme al espíritu del Derecho. Las autoridades superiores de la magis-
tratura milanesa no dudaron en rechazar esta petición. 

Simultáneamente, los magistrados acusaban a la sociedad Fininvest, 
perteneciente a Silvio Berlusconi, de haber financiado ilegalmente la ad-
quisición de un jugador de fútbol en beneficio del equipo del Milán. Este 
asunto, que se remontaba a los años 1990-1991, volvía, así, a colocarse 
sobre la mesa diez días antes del escrutinio legislativo. ¡Perturbadora coin-
cidencia! En una entrevista publicada por Newsweek, Silvio Berlusconi indi-
caba que las oficinas de Fininvest habían sido sometidas a 86 registros 
desde que entró en la política. 

Esta desigualdad de trato en favor de la izquierda, tan evidente, fue se-
ñalada por L’Osservatore Romano, el diario del Vaticano: el ex Partido Co-
munista “exige la presunción de inocencia para sus propios inculpados: este 
privilegio de poder acusar sin ser acusado es una constante del pen-
samiento neocomunista desde el comienzo del escándalo de Mani Pulite”. 

La revolución legalista (la “revolución incruenta”, dicen los italianos) no 
es un juego de palabras. La repentina y estricta aplicación de la ley sobre la 
financiación de los partidos ha decapitado los aparatos de todas las organi-
zaciones importantes, con excepción de las comunistas. Los periódicos de 
la península, tras la muerte de Cagliari, hablaron de la conducta inhumana 
de los jueces jacobinos. 

 

 
El efecto del vacío 

 
Este brotar de un acontecimiento que llevaba consigo una serie ininte-
rrumpida de acontecimientos ulteriores es también una ilustración sobre el 
carácter auténticamente revolucionario de la operación Mani Pulite. 

Como fichas de dominó, los actores principales de la política han caído 
bajo el peso de las acusaciones. Poco a poco, los empresarios proveedores 
del dinero ilegal destinado a los políticos se han encontrado también en el 
banquillo de los acusados. Todo ha ocurrido como si los magistrados mili-
tantes, impulsados por el odio al dinero capitalista, apuntaran por principio 
a los patronos, olvidando de golpe los orígenes sospechosos del dinero utili-
zado por la izquierda. Los representantes de la ley razonan a la manera de 
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un Jean-Paul Sartre, que relativizaba las monstruosidades del colectivismo 
soviético (sin negarlas) al tiempo que agrandaba los defectos del capitalis-
mo. El núcleo directivo de Fiat, de Olivetti, de Ferruzzi, el constructor Li-
gresti, en total, cerca de 3.000 responsables de empresas y miembros, ele-
gidos o no, de la clase política se hallan actualmente bajo investigación. 

En los primeros momentos de Mani Pulite (enero de 1993), el juez Di 
Pietro dejó vislumbrar la conmoción, la oleada de interrogatorios, el en-
granaje de las detenciones que iban a sumergir a la península. Con ocasión 
de una conferencia que dio en Bérgamo ante un cuerpo de carabineros, 
pronunció esta frase profética: “La ilegalidad forma una cadena”. Mecáni-
camente, las instancias del poder se han desplomado bajo los golpes lega-
les de la magistratura, que no tienen otro objetivo que establecer dos pe-
sos, dos medidas, entre los ex comunistas y los demás. 

En dieciocho meses, ha nacido en Italia una coyuntura que parece úni-
ca en el mundo capitalista democrático: el vacío en la cumbre de la nación. 
La acción de los jueces ha hecho tabla rasa del personal gubernamental. 

Tras la crisis francesa de mayo de 1968, André Glucksman, mentor de 
los contestatarios, se esforzó en interpretar la brusca inversión de la opi-
nión, que votó masivamente en junio contra aquel movimiento de estilo 
revolucionario. Vilipendiado durante la fase de agitación, el general De 
Gaulle consiguió una victoria aplastante en las elecciones legislativas, con 
más del 70 por cien de los escaños de la Asamblea Nacional. El filósofo-
sociólogo francés explicó esta inversión de las tendencias colectivas por el 
temor al vacío. La contestación ultracrítica magnificaba en la calle la su-
presión de las instituciones, la eliminación de los parlamentarios. La política 
tiene horror al vacío y se vengó acelerando la vuelta a los valores estable-
cidos, instaurando la preferencia conservadora en detrimento de la inquie-
tante ideología del desorden. 

Un proceso análogo se ha producido en Italia. El vacío brutalmente 
abierto por la revolución legalista ha suscitado una ansiedad fundamental. 
En el corazón de un sistema diezmado en el que no subsistía más que el 
subsistema neocomunista, ha surgido Silvio Berlusconi, personaje tranqui-
lizador para el conjunto, ampliamente mayoritario, de los moderados y los 
conservadores. El efecto Berlusconi deriva de un vacío político previo. El 
éxito del magnate milanés de la prensa, de la televisión, de la gran distri-
bución, ilustra sobre esta conducta de fracaso repetitivo de la revolución 
que, arrastrada por sus excesos, legitima la tentación de una vuelta al pa-
sado. 

El “hombre nuevo” de la política italiana: con estos términos denomi-
naban, irónicos, los periodistas a Silvio Berlusconi. En realidad, es una pura 
emanación del régimen denunciado por los jueces. Su figura y su prestigio 
son indisociables del auge económico de la Italia de los años ochenta. Es el 
prototipo empresarial del decenio anterior que Mani Pulite acosa metódica 
e incansablemente. 

En 1987, en una entrevista publicada en Estados Unidos, Giovanni Ag-
nelli citaba los nombres de los nuevos jefes de empresa italianos dignos de 
elogio. En primera fila figuraba Silvio Berlusconi. Y la lista de las personas a 



 Política Exterior 

POLITICA EXTERIOR, núm. 39. Junio/Julio 1994 

6 

las que Agnelli rendía homenaje –“los artesanos del milagro italiano”, titula-
ba, con admiración, la revista norteamericana– es hoy el blanco de los in-
vestigadores de Mani Pulite. 

Con cierta jactancia o por su afición al desafío, Berlusconi proclama en 
voz alta y fuerte su indefectible amistad con el antiguo primer ministro so-
cialista, Bettino Craxi, contra el que los magistrados mantienen una cin-
cuentena de motivos de acusación. Los antiberlusconianos de izquierda, del 
centro y de derecha ven en el emperador de las televisiones privadas una 
prolongación del craxismo. Hay que decir que el discurso electoral de Ber-
lusconi se sitúa en la línea anticomunista de inspiración craxiana. El anti-
comunismo sirvió, en efecto, de tema unificador a la coalición de los cinco 
partidos, que agrupaba a los demócratas cristianos, los socialistas, los cen-
tristas, la derecha moderada, que sostuvo entre 1984 y 1988 al Gobierno, 
de longevidad excepcional, presidido por Bettino Craxi. 

Al mostrarse negativistas frente a los no comunistas y proteccionistas 
con respecto a los ex comunistas, los jueces han conseguido un resultado 
contrario al que buscaban. Han reforzado el campo del anticomunismo. Han 
ayudado a las figuras cuya exclusión deseaban. Giovanni Correnti, autocrí-
tico lúcido y uno de los portavoces del ex PCI, considera que su partido ha 
sufrido las consecuencias de la politización extremista de la magistratura y 
que el error fue “seguir el partido de los jueces”. El diagnóstico de Correnti 
sigue indirectamente las declaraciones de Silvio Berlusconi, que no pierde 
ocasión de fustigar la actitud tendenciosa de los “jueces rojos”. 

El contrasentido político de los magistrados comprometidos ha desper-
tado, quizá, por añadidura, la resistencia subyacente de la sociedad civil 
italiana. Tal como repite el profesor más escuchado en Italia, el senador 
Norberto Bobbio, la nación italiana ostenta el récord de ilegalidades de Eu-
ropa. Es ésta una manifestación que no apunta solamente a la Mafia y al 
crimen organizado. Para bien y para mal, Italia sigue siendo el reino del 
trabajo negro, de la producción escondida, de la economía subterránea. Las 
regiones productivas e inventivas del norte, del centro o del sur son zonas 
de intensas actividades ilícitas. 

Los ciudadanos productores son también hábiles disimuladores. Han 
sabido montar dispositivos –las combinazzioni– en una especie de arte 
económico que admiran muchos observadores internacionales. La parte 
visible del producto interior bruto equivale a un poco menos del 85 por cien 
del PIB francés. Generalmente se considera que el 30 por cien del PIB ita-
liano elude las estadísticas oficiales. Este excedente, indica el sociólogo 
italo-norteamericano, John La Palombara, permite al país tener “uno de los 
niveles de vida más elevados del planeta”. En cierto sentido, los italianos 
tienen la política que merecen. La vida parlamentaria no es exterior al mar-
co social. Haría falta un milagro sociológico para que semejante camuflaje 
económico pudiera coexistir con una política transparente. 

La revolución legalista se merece su nombre. Ha quebrado la estabi-
lidad electoral, que reposaba sobre la Democracia Cristiana, y que compen-
saba la crónica inestabilidad gubernamental de la península. Los gobiernos, 
en término medio, duraban poco. Pero la legitimidad nacional se encarnaba 
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en la permanencia de la organización demócrata-cristiana, siempre a las 
puertas del poder, cuando no estaban en él. 

La acción de los jueces militantes no dio resultado: la izquierda perma-
nece minoritaria en el Parlamento. Sin embargo, la operación Mani Pulite 

ha acabado con la Primera República. Italia conocía las turbulencias que 
implican el desmantelamiento de un régimen. Una legitimidad muere; otra 
la sucede difícilmente. El fenómeno Berlusconi es el portador de una prele-
gitimidad que, por definición, no tiene aún la fuerza de una legitimidad edifi-
cada por el tiempo. Italia no tiene ni la continuidad de la Corona española, 
ni un personaje dotado de la consistencia histórica del general De Gaulle, 
para llevar a cabo sin tropiezos el cambio, más aparente que real; Italia 
está necesitada de personal dirigente. 

Nada muestra mejor esta tumultuosa búsqueda de una autoridad legíti-
ma que la polémica, procedente de la Liga Lombarda y los neofascistas de 
la Alianza Nacional, de la que Berlusconi ha sido, y seguirá siendo, el blan-
co. Los aliados del primer ministro, a lo largo de las semanas que han pre-
cedido su nombramiento, han vertido cotidianamente comentarios y argu-
mentos susceptibles de empañar la imagen del presidente del consejo. 

Gianfranco Fini, el dirigente de Alianza Nacional, ha declarado que 
Mussolini ha sido el hombre “más grande del Estado italiano del siglo XX”. 
Una admiración incompatible con ciertos discursos clave de Berlusconi, 
que se esfuerza en demostrar que sus convicciones económicas y políticas 
se sitúan en el lado opuesto al ideal autárquico y dictatorial del fascismo. 

Umberto Bossi ha lanzado contra el primer ministro juicios de una fero-
cidad extrema. “Forza Italia es un partido que no existe”, o, incluso, “un 
partido de personalidades recicladas”. “Berlusconi constituye un peligro 
para la democracia”. Bossi ha llegado, incluso, a recordar los lazos de unión 
que existían en el pasado entre Berlusconi y la Logia P2, con la intención 
de desacreditarle al máximo; el creador de la Liga Lombarda ha jugado el 
doble juego de la cooperación electoral y del rechazo gubernamental frente 
a Silvio Berlusconi. 

Semejante ambivalencia roza, a primera vista, la incoherencia. Ante las 
agresiones verbales de la Liga, el primer ministro ha comparado a Bossi con 
un “jabalí herido, cuyas reacciones son tan peligrosas como incompren-
sibles”. 

Estos comportamientos de quienes no son verdaderos aliados, explican 
la crisis de legitimidad. Y aparecen, así, las consecuencias de la revolución 

legalista. Los amigos del Polo de la Libertad permanecen rivales, a veces, 
incluso, enemigos, porque ninguno de ellos posee la legitimidad que im-
ponga un clima de obediencia. 

Las encuestas y las revelaciones de Mani Pulite han tocado los funda-
mentos legítimos del régimen. Algo intangible y esencial debe restaurarse: 
la legitimidad del poder que el historiador-filósofo Guglielmo Ferrero defi-
nía, brillantemente, como “el genio invisible de la ciudad”. 


